El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO FÁCTICO / POR DEFICIENTE O INADECUADA VALORACIÓN PROBATORIA / EN TRÁMITE DE RECONSTRUCCIÓN DE PROCESO.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
… como lo enseña en su jurisprudencia la Corte Constitucional, la facultad del juez para formar libremente su convencimiento no es objeto de revisión por vía de tutela, a menos que se esté en presencia de una que resulte ostensiblemente arbitraria y que además incida directamente en la decisión y concretamente, respecto al defecto fáctico como vicio que puede generar vía de hecho frente a decisiones judiciales, ha dicho:

“De conformidad con la jurisprudencia constitucional, precisada en la sentencia de unificación SU-195 de 2012, el defecto fáctico “tiene lugar siempre que resulte evidente que el apoyo probatorio en que se fundamentó el juez para resolver un caso es absolutamente inadecuado”. (…)
De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce en su dimensión omisiva, cuando sin razón justificada el juez se niega valorar las pruebas que obran en el proceso o a dar por probado un hecho que aparece claramente en el proceso; en la dimensión positiva, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso las interpreta de manera errada o las valora a pesar de ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas. Pero además, el error en la apreciación probatoria debe ser ostensible y tener incidencia en la vigencia y eficacia de los derechos fundamentales, sin que puedan considerarse tales, las meras diferencias que puedan surgir de su valoración. (…)

La Sala estima que la valoración probatoria realizada por el juzgado accionado resulta desacertada, al encontrar probado que fue el demandado el responsable de la pérdida del expediente y que recibió notificación del auto que libró orden de pago en el mes de septiembre del año anterior, porque en realidad de ninguno de tales hechos existe prueba en el plenario.

Sin embargo, estima que esa defectuosa apreciación probatoria resulta trascendental en sede de tutela en relación con la decisión del juzgado de considerar demostrado que el demandado recibió notificación personal del auto que libró mandamiento ejecutivo en el mes de septiembre de 2018, cuando ese hecho no se probó, pues lo relacionado con la persona responsable de la pérdida del expediente no es objeto de decisión en el trámite que se adelantó para su reconstrucción de acuerdo con el artículo 126 del Código General del Proceso. (…)
… estima la Sala que son ostensibles, flagrantes y manifiestos los errores en que incurrió la funcionaria demandada al valorar las pruebas que en el trámite de la reconstrucción del proceso le permitieron concluir que el demandado había recibido notificación del auto que libró mandamiento ejecutivo y que había dejado vencer en silencio el término para ejercer su derecho de defensa, lo que tiene incidencia directa en la decisión por medio de la cual se reconstruyó el proceso…
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Acta No. 326 del 24 de julio de 2019

Expediente No. 66001-31-03-003-2019-00134-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la apoderada del accionante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, el 7 de junio pasado, en la acción de tutela que el señor Julio César Echeverry Correa instauró contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal de esta ciudad, a la que fue vinculada la señora María de los Ángeles Escalante Castaño.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada del demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 La señora María de los Ángeles Escalante Castaño promovió demanda ejecutiva contra el señor Julio César Echeverry Correa, la que  correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Civil Municipal. 

1.2 Este proceso cursó inicialmente en el Juzgado Octavo Civil Municipal, el que declaró su perención.
1.3 El aquí accionante desconocía del trámite que nuevamente se adelantaba ante el Juzgado Cuarto Civil Municipal y afirma que un abogado fue a su residencia a llevarle un escrito, pero no se lo recibió porque le pareció rara esa situación.

1.4 Con posterioridad fue requerido por ese juzgado para que se “presente y lleve los documentos de un proceso”. Comparecieron entonces a ese despacho y fueron atendidos por el secretario; este le manifestó al accionante que necesitaban el proceso que se había sustraído, ante lo cual él afirmó no tenerlo en su poder.

1.5 Fue citado para el 13 de mayo pasado a efecto de reconstruir el proceso, “mas no le indican la hora”.

1.6 Asistieron a las 10:00 de la mañana al despacho, hora que según el accionante le habían informado empezaría la diligencia. En esta se le endilgó toda la culpa del extravió del expediente; se recibieron declaraciones del secretario y de la citadora de ese juzgado, quienes afirmaron que el citado señor había sustraído el proceso; sin embargo, cuando ella, en su calidad de apoderada, interrogó a la última testigo, esta incurrió en contradicción al manifestar que “él dijo eso y luego dijo que no se había llevado el expediente”. 
1.7 Esos testigos también indicaron que no les constaba que el accionante se hubiere notificado de la demanda ejecutiva “ya que nunca vieron la notificación, nunca tuvieron en su poder la firma de dicha notificación”, simplemente el secretario sostiene que al haberle enseñado el proceso se entendía que ya estaba notificado; es decir,  acomodaron la fecha con sustento en un serie de presunciones; “si vamos a presunciones tengo para manifestar que cuando no se ha perfeccionado una medida preventiva, no se notifica al demandado por lo tanto en este proceso no se había notificado puesto que… el secuestro del bien… no se ha realizado.”
1.8 Formuló recurso de reposición, no dice frente a qué providencia, pues según la juez de conocimiento esa decisión no admite alzada, empero se confirmó la determinación adoptada. Para resolver de esa manera, la funcionaria accionada indicó que esa era la sanción que se le debe imponer por haber sustraído el expediente, de lo cual no existe prueba alguna, ni siquiera se formuló denuncia penal por esos hechos.
1.9 Su poderdante no tiene ningún interés en extraviar el expediente ya que el proceso “lo tenía ganado”; no obstante, el hecho de impedirle su adecuada defensa desequilibra el litigio en favor de su contraparte.  

2. Considera lesionados los derechos al debido proceso, defensa y “falta de competencia del juzgado… para juzgar a una apersona (sic) sin haber sido sometida a la autoridad competente” y para su protección, solicita se decrete la nulidad de lo actuado.   
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 23 de mayo se admitió la tutela y se ordenó vincular a la señora María de los Ángeles Escalante Castaño.
2. Solamente se pronunció la titular del juzgado accionado. Argumentó que: a) la audiencia de reconstrucción se adelantó de conformidad con el artículo 126 del Código General del Proceso; b) luego de analizar las pruebas dentro de los límites de la sana crítica, se concluyó que el ejecutado ya se había notificado de la demanda y que dejó de pronunciarse; c) respecto de las pretensiones de la demanda constitucional, que calificó como incoherentes, dijo que la parte actora no ha formulado solicitud alguna para obtener se anule la actuación; d) en este caso sí se procedió a compulsar copias a la Fiscalía para que adelantara la investigación a que hubiere lugar; e) las pruebas practicadas en la citada diligencia, que acreditaron que el actor efectivamente asistió al despacho, fue atendido y notificado, no fueron suficientemente controvertidas; f) el actor contradice sus propios dichos, ya que en ocasiones afirmó haber acudido al despacho una sola vez y en otras señaló haberlo hecho en tres ocasiones. Así mismo, en su declaración solo recordó detalles que le convienen; g) quedó acreditado que el propio accionante admitió en la secretaría del despacho haber “sustraído los documentos… ya por un olvido (como se desprende de los testimonios), ya porque le pertenecían (como manifestó en el interrogatorio”; h) lo relativo a la prescripción de la acción o la caducidad ha debido ser alegado en el momento procesal oportuno; i) la notificación de la fecha para la diligencia de reconstrucción fue realizada en debida forma por estado y el telegrama que se remitió fue una simple comunicación, ya que es deber de las partes y sus apoderados revisar los estados; j) la fecha establecida para la notificación del demandado no fue adoptada de manera caprichosa sino que obedeció a que ese fue “el último día del mes de la ocurrencia de los hechos” y k) a pesar de que la medida de embargo se encuentra debidamente inscrita, de todas formas en la actualidad no existe norma que impida la notificación del demandado por la falta de perfección de la medida cautelar.    
3. Mediante sentencia del pasado 7 de junio, la funcionaria de primera instancia resolvió no conceder el amparo invocado.
Para decidir así, consideró que en este caso la parte actora no ha formulado petición concreta alguna para obtener se declarara la nulidad de lo actuado, de acuerdo con las causales 5 y 8 del artículo 133 del Código General del Proceso. Tampoco se agotaron los medios ordinarios que ofrece el ordenamiento legal para defender sus derechos ni se evidencia un perjuicio irremediable pues el bien inmueble que garantiza la obligación no ha sido rematado.  De otro lado, “considerando que la parte actora no se le esta (sic) vulnerado derechos (sic) fundamentales por la errónea o no, interpretación de normas, no podrá este despacho acceder a las pretensiones”.   
4. Inconforme con el fallo la apoderada del demandante lo impugnó. Adujo que en la actuación se vulneró el derecho al debido proceso, pues la funcionaria accionada definió la cuestión de conformidad con las declaraciones de sus empleados, las cuales son inconsistentes. Tampoco existe prueba a partir de la cual se le pueda negar su derecho a contestar la demanda. Respecto de la posibilidad de solicitar la anulación del trámite, dijo que esta actuación sería resuelta por la misma juez de conocimiento quien determinaría que no concurre causal de nulidad “y estaríamos en el mismo punto de partida se le vulneraría el derecho de defensa y el debido proceso… quedaríamos ante la misma disyuntiva si el superior no toma una decisión sobre este tema sería un desgaste para mi representado puesto que la respuesta va hacer (sic) la misma que determino (sic) en el recurso de reposición”.
Solicita se revoque el fallo de primera instancia y se conceda el amparo invocado. 

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso procede la acción de tutela para reprochar las decisiones adoptadas en el trámite de reconstrucción del proceso ejecutivo promovido en contra del accionante. De serlo, se analizará si allí se incurrió en defecto que justifique conceder el amparo reclamado.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa” 
. 

4. En este caso, se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) contra la decisión en que el actor encuentra lesionados sus derechos se interpuso recurso de reposición; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque la providencia que resolvió ese medio de impugnación se profirió el en audiencia celebrada el 13 de mayo último; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
5. Y en relación a las causales específicas de procedencia de la acción, como lo enseña en su jurisprudencia la Corte Constitucional, la facultad del juez para formar libremente su convencimiento no es objeto de revisión por vía de tutela, a menos que se esté en presencia de una que resulte ostensiblemente arbitraria y que además incida directamente en la decisión y concretamente, respecto al defecto fáctico como vicio que puede generar vía de hecho frente a decisiones judiciales, ha dicho:

“De conformidad con la jurisprudencia constitucional, precisada en la sentencia de unificación SU-195 de 2012, el defecto fáctico “tiene lugar siempre que resulte evidente que el apoyo probatorio en que se fundamentó el juez para resolver un caso es absolutamente inadecuado
. Para este Tribunal ‘Si bien el juzgador goza de un amplio margen para valorar el material probatorio en el cual ha de fundar su decisión y formar libremente su convencimiento, inspirándose en los principios de la sana crítica […]´
 , dicho poder jamás puede ejercerse de manera arbitraria; su actividad evaluativa probatoria implica, necesariamente, la adopción de criterios objetivos
, no simplemente supuestos por el juez, racionales
, es decir, que ponderen la magnitud y el impacto de cada una de las pruebas allegadas, y rigurosos
, esto es, que materialicen la función de administración de justicia que se les encomienda a los funcionarios judiciales sobre la base de pruebas debidamente recaudadas
.”


21. Ahora bien, la jurisprudencia de esta Corte ha identificado las siguientes manifestaciones del defecto fáctico: (i) la omisión en el decreto y práctica de pruebas, (ii) la no valoración del acervo probatorio y (iii) la valoración defectuosa del material probatorio...”
 
De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce en su dimensión omisiva, cuando sin razón justificada el juez se niega valorar las pruebas que obran en el proceso o a dar por probado un hecho que aparece claramente en el proceso; en la dimensión positiva, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso las interpreta de manera errada o las valora a pesar de ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas. Pero además, el error en la apreciación probatoria debe ser ostensible y tener incidencia en la vigencia y eficacia de los derechos fundamentales, sin que puedan considerarse tales, las meras diferencias que puedan surgir de su valoración.

6. Según se puede deducir de solicitud de amparo y de la impugnación formulada, la parte actora enfila su queja primordialmente contra la decisión de establecer una fecha en que supuestamente se materializó la notificación personal del demandado, sin contar con prueba que respalde ese hecho.

7. Las pruebas documentales allegadas al expediente, que obran en el disco compacto visible a folio 7 del cuaderno No. 2, acreditan los siguientes hechos:
7.1 El 12 de marzo de 2019, el apoderado de la señora María de los Ángeles Escalante Castaño solicitó se reconstruyera el proceso ejecutivo hipotecario que ella instauró contra el señor Julio César Echeverry Correa
.  

7.2 El secretario del Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira, el 11 de abril de este año, dejó constancia sobre la pérdida del expediente contentivo del proceso con radicación 2017-00309, en el que es demandante la señora María de los Ángeles Escalante Castaño y demandado Julio César Echeverry Correa, el que no se encontró  a inicios del mes de octubre del año anterior, cuando lo solicitó el apoderado de la parte demandante. También indicó “que la última vez que se tiene noticia del expediente es al momento de la notificación personal del demandado en la Secretaría del Despacho, en el mes de septiembre de 2018 cuando fue atendido por la citadora del despacho, quien verificó su identidad y se procedió a levantar el acta de notificación personal” y que al tenerse noticia de la desaparición, se requirió al demandado, vía telegrama para su devolución, quien de viva voz manifestó en el juzgado que “si yo me llevé el expediente no fue con culpa”; se le requirió en múltiples oportunidades para que lo devolviera y con posterioridad manifestó que había revisado sus documentos y que no lo tenía en su poder. Además, se dejó constancia de que en todo ese tiempo, el citado señor no pagó la obligación, ni propuso excepciones
.   

7.3 Por auto de esa misma fecha se citó a las partes para el 13 de mayo siguiente, a las 9 de la mañana, a efecto de llevar a cabo la audiencia de que trata el artículo 126 del Código General del Proceso
.  
7.4 De esa diligencia de reconstrucción, se enuncian las siguientes particularidades:
7.4.1 Se inició el acto con la declaración bajo juramento del apoderado de la parte demandante, quien manifestó que de conformidad con las copias de las piezas procesales que tenía en su poder, en cumplimiento de lo ordenado en el mandamiento de pago se había decretado el embargo del bien inmueble objeto de la hipoteca y estaba pendiente de llevarse a cabo la diligencia de secuestro. Luego de ello no se ha realizado actuación adicional ya que en mes octubre de 2018 se enteró del extravío del expediente. Agregó que luego de que tuvo conocimiento de esa circunstancia se entrevistó con el ejecutado quien le manifestó que “él se había llevado el expediente pero que no era culpa de él”. 
7.4.2 Se recibió testimonio al secretario del despacho accionado, quien dijo que en el mes de septiembre 2018, ante citación que le hiciera el apoderado de la parte demandante, el ejecutado “se notificó de manera personal, se le entregaron los traslados. Con posterioridad nos dimos cuenta aproximadamente el mes de octubre que el proceso se había extraviado”.  Al ser preguntado sobre la fecha en que se practicó esa notificación, dijo “se indica que se le notificó de manera personal porque cuando él se acercó a las instancias del despacho se le enseñó el expediente y los expedientes no se enseñan sin previa notificación”.
Explicó que el mencionado señor compareció al juzgado en tres ocasiones. La primera, cuando fue notificado personalmente de la demanda; la segunda, cuando fue requerido para que se acercara al juzgado a fin de que devolviera el expediente, ante lo cual manifestó que “los documentos que yo me llevé del despacho se los entregué a mi abogada” y la tercera, cuando se reunieron él, el apoderado de la demandante, el ejecutado y su apoderada y en ese momento el demandado afirmó que si se había llevado los documentos lo hizo sin dolo. Frente a la pregunta de si recordaba que la diligencia de notificación personal que se había practicado, señaló que “efectivamente sé que se le notificó personalmente… cuando el vino acá recuerdo que era lunes… recuerdo que había muchísimas personas y como lo había dicho, como tengo memoria fotográfica me acuerdo la disposición de las personas que estaban paradas detrás de la barra y el señor Julio César estaba de pie detrás de la barra donde termina la barra larga… al frente suyo tenía el expediente; si tenía acceso al expediente es porque se le había notificado de manera personal… entonces que sí vi o avizoré… la notificación personal donde la hubiera firmado yo no puedo afirmar eso porque precisamente luego de que él vino fue que el expediente no apareció en la secretaría del despacho, pero lo que sí puedo asegurar es como lo sabemos todos los que somos abogados… si una persona tiene acceso al expediente es porque está debidamente notificado”.

7.4.3 Se escuchó en declaración al ejecutado quien manifestó tener ochenta y un años y sufrir de demencia senil porque olvida las cosas, aunque no está diagnosticado, pero, agregó, tiene estudios en sicología que le permiten hacer esa manifestación. Expresó que conoce a la demandante porque ha tenido negocios con ella, también a su apoderado porque fue él quien pretendió entregarle unos documentos que se negó a recibir. Al interrogársele si había asistido a ese despacho, dijo que nunca, pero se refería a la sala en la que se celebraba la audiencia, pues también dijo que si lo había hecho, aunque en la parte de afuera, en la que se había reunido con su apoderada, el apoderado de la demandante y el secretario del juzgado, cuando se le hizo un requerimiento para que devolviera el expediente; también dijo que no había estado en ese juzgado, sino en el octavo y luego que no recordaba. Negó que se haya sustraído el expediente y que se le hubiese notificado la demanda.

7.4.4 La citadora del despacho declaró que recuerda haber visto al ejecutado en dos ocasiones, en una de las cuales dijo que de haberse llevado el expediente lo hizo sin dolo; el secretario le dijo que entonces sí reconocía que lo había hecho, pero entonces manifestó que no. Para ella, en tal forma lo aceptó. También dijo que no estaba segura si el citado señor había sido notificado.    
7.4.5 Agotada la etapa de pruebas la funcionaria accionada declaró: a) reconstruido el proceso ejecutivo; b) probados los hechos relacionados con la presentación de la demanda, el mandamiento de pago, la inscripción de la demanda y el despacho comisorio para la diligencia de secuestro del bien y c) que su estado actual “se encuentra en el acto de notificación, encontrándose el demandado notificado de manera personal el día 30 de septiembre de 2018, sin haber surtido actuaciones posteriores dentro del término legal”.   
Para adoptar esa decisión, indicó que de acuerdo con las declaraciones del apoderado de la demandante y de las personas que laboran en ese despacho, el demandado aceptó que se había llevado el proceso sin dolo, lo que luego negó y así, considera demostrado aquel hecho. Respecto de las expresiones del último afirmó que dice sufrir demencia senil, que no ha sido diagnosticado y que su declaración que no es coherente, ni suficiente para decir que no fue notificado. 

Luego afirma que el último reconoce haberse llevado el proceso y que cuando el juzgado trata de que lo reconozca, da evasivas, pues dice que no ha estado en el despacho y luego que sí, lo que resulta suficiente para decir que sí se notificó de esa demanda en septiembre del año anterior, pero como no se sabe en qué fecha, “de acuerdo con la ley”, se tendrá por tal el último día de ese mes, sin que haya ejecutado más conductas procesales.

7.4.6 Contra esa decisión la apoderada del ejecutado formuló recurso de reposición. Argumentó que no existe constancia sobre la notificación personal de su poderdante y solicitó se ordenara su notificación.

7.4.7 La juez de conocimiento resolvió no reponer la providencia impugnada. 

Estimó que el demandado se presenta al despacho y luego se pierde el expediente; que ante los apoderados y el secretario, acepta que se lo llevó, y que para establecer el estado del proceso debe analizar los testimonios del apoderado y de los empleados del juzgado, fruto de lo cual no tiene duda de que el citado señor lo hizo y que aunque, como lo dice la apoderada, no aparece la notificación física, en la que aparezca la firma, “eso no puede ser una traba para decir que no se notificó, porque para eso están las valoraciones que se hacen, la declaración tan nítida que hizo el secretario, avalada por la notificadora, porque tenemos que encontrar la verdad material y la verdad material es que  el señor si se notificó del proceso, se lleva el expediente y ya no hace actuaciones posteriores esto hace que no haga uso de su derecho de defensa…”.

Agregó que eso además queda claro con su propio testimonio, pues dijo que no ha estado en el despacho, que no se acuerda, que no se ha llevado nada, lo que está en contradicción con lo que dicen los testigos referidos; además, primero reconoce que se lo llevó, luego lo desconoce y más adelante entra en dudas, con el fin de evitar la responsabilidad que tenía su notificación, cuando pretende escudarse en situaciones de no acordarse, de poner de presente su edad. 
Sostuvo que el demandado “no logra establecer que él no se notificó personalmente” y concluye, teniendo en cuenta todo el análisis que se hizo, que sí se notificó y reconoció que se llevó el proceso, por lo cual  tiene que asumir las consecuencias que “serían que efectivamente se notificó en esa fecha y que no esgrimió ninguna conducta procesal y que el proceso debe continuar con esa etapa con lo que corresponde”. 

8. La Sala estima que la valoración probatoria realizada por el juzgado accionado resulta desacertada, al encontrar probado que fue el demandado el responsable de la pérdida del expediente y que recibió notificación del auto que libró orden de pago en el mes de septiembre del año anterior, porque en realidad de ninguno de tales hechos existe prueba en el plenario.

Sin embargo, estima que esa defectuosa apreciación probatoria resulta trascendental en sede de tutela en relación con la decisión del juzgado de considerar demostrado que el demandado recibió notificación personal del auto que libró mandamiento ejecutivo en el mes de septiembre de 2018, cuando ese hecho no se probó, pues lo relacionado con la persona responsable de la pérdida del expediente no es objeto de decisión en el trámite que se adelantó para su reconstrucción de acuerdo con el artículo 126 del CGP; lo fue, el estado en el que se encontraba el proceso.
En la constancia suscrita por el secretario del juzgado accionado, en la que da cuenta del extravío del expediente, se indicó que fue la citadora del despacho quien notificó al demandado de aquella providencia, verificó su identidad y levantó el acta respectiva. Sin embargo, esa servidora judicial declaró en el trámite de la reconstrucción para decir que no recordaba exactamente si el mencionado señor había concurrido al despacho con esa finalidad.

El mismo secretario, en la declaración rendida, tampoco pudo asegurar que tal notificación se había producido, pues dijo que no vio el acta respectiva firmada por el ejecutado, aunque asegura que sí lo estaba porque tuvo en su poder el expediente y eso solo lo puede hacer quien haya recibido esa notificación. Es decir, tampoco ese testigo pudo asegurar que aquel acto se haya cumplido y lo afirma con base en una suposición en la que no puede encontrarse la certeza necesaria de ese hecho.

Por su parte, el apoderado de la demandante, en el escrito por medio del cual solicitó la reconstrucción del expediente, nunca manifestó que el demandado hubiese recibido notificación de la tan referida providencia; ni lo hizo en la declaración rendida ante el despacho, asunto sobre el que ni siquiera se le interrogó.

En la declaración del demandado tampoco puede hallarse la prueba de que haya recibido traslado de la demanda, pues nunca aceptó hecho como ese. Sin embargo, sin un verdadero análisis de sus expresiones, hechas por un anciano de ochenta y un años que dijo sufrir demencia senil y olvidar las cosas, se considera que sí demostraba aquel hecho con fundamento en declaración “tan nítida” como la del secretario, avalada por la notificadora, sin que a ninguna de ellas resulte posible otorgárseles esos calificativos de acuerdo con lo que en esta providencia se ha indicado, pues, se reitera, ninguno de los dos tuvo conocimiento personal y directo de que tal notificación se había realizado. 

Se dice también que el señor citado dejó de demostrar que no había recibido notificación personal, cuando las negaciones indefinidas no requieren prueba de acuerdo con el último inciso del artículo 167 del CGP.
Además, concluye el juzgado que perfeccionado ese acto, el demandado no realiza ninguna actuación posterior y por ende, no ejerció su derecho de defensa, afirmación que carece de cualquier prueba en el plenario, pues ni el apoderado de la demandante al describir el estado del proceso dijo algo como eso, ni tampoco los empleados del juzgado que concurrieron a declarar.

De esa manera las cosas, estima la Sala que son ostensibles, flagrantes y manifiestos los errores en que incurrió la funcionaria demandada al valorar las pruebas que en el trámite de la reconstrucción del proceso le permitieron concluir que el demandado había recibido notificación del auto que libró mandamiento ejecutivo y que había dejado vencer en silencio el término para ejercer su derecho de defensa, lo que tiene incidencia directa en la decisión por medio de la cual se reconstruyó el proceso, sin que de otro lado se esté frente a una mera discrepancia interpretativa respecto de la apreciación probatoria.

Se produjo entonces un defecto fáctico que justifica conceder el amparo constitucional, porque quien acude a la administración de justicia en procura de obtener la definición de un conflicto, tiene derecho a exigir que las pruebas que sirven de sustento a la decisión, contengan un justo y razonado análisis por parte del juez, como garantía del derecho al debido proceso y a la defensa.

9. En estas condiciones, se revocará la sentencia de primer grado. En  su lugar, se dejará sin efecto el ordinal tercero del auto proferido en audiencia del 13 de mayo último y se ordenará a la titular del Juzgado Cuarto Civil Municipal que dentro de los diez días siguientes a la notificación de esta providencia, dicte otra en la que proceda a valorar nuevamente las pruebas incorporadas a la actuación para establecer si el demandado estaba o no notificado del auto que libró orden de pago, en el trámite de la reconstrucción del proceso ejecutivo con título hipotecario instaurado por la señora María de los Ángeles Escalante Castaño contra el señor Julio César Echeverry Correa.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley

R E S U E L V E  :

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, el pasado 7 de junio, en la acción de tutela que propuso el señor Julio César Echeverry Correa contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal de esta ciudad, a la que fue vinculada la señora María de los Ángeles Escalante Castaño.

SEGUNDO: CONCEDER el amparo solicitado para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el accionante. En consecuencia, se deja sin efecto el ordinal tercero del auto proferido en audiencia del 13 de mayo último y se ordena a la titular del Juzgado Cuarto Civil Municipal que dentro de los diez días siguientes a la notificación de esta providencia, dicte otra en la que proceda a valorar nuevamente las pruebas incorporadas a la actuación para establecer si el demandado estaba o no notificado del auto que libró orden de pago, en el trámite de la reconstrucción del proceso ejecutivo con título hipotecario instaurado por la señora María de los Ángeles Escalante Castaño contra el señor Julio César Echeverry Correa.

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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